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                                                                                                           Concepto No. 5518

Bogotá, D.C., febrero 14 de 2013
Señores 

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D.

REF:
Demanda de inconstitucionalidad contra el numeral 3, literal b), del artículo 24 de la Ley 1564 de 2012, “Por medio de la cual se expide el Código General del Proceso y dictan otras disposiciones”.
Demandante: DIANA MILENA DÍAZ AGUDELO.

Magistrado Sustanciador: MAURICIO GONZÁLEZ CUERVO
Expediente No. D-9408
Concepto No. 5518
De conformidad con lo previsto en los artículos 242, numeral 2 y 278, numeral 5, de la Constitución Política, procedo a rendir concepto en relación con la demanda que, en ejercicio de la acción pública consagrada en los artículos 40, numeral 6 y 242, numeral 1º de la Carta, instauró la ciudadana DIANA MILENA DÍAZ AGUDELO, contra el numeral 3, literal b), del artículo 24 de la Ley 1564 de 2012, cuyo texto se resalta a continuación, con lo demandado en negritas.

LEY 1564 DE 2012

(Julio 12)

Por medio de la cual se expide el Código General del Proceso y se dictan otras disposiciones.

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA

DECRETA:

(…)

Artículo 24. Ejercicio de funciones jurisdiccionales por autoridades administrativas.

Las autoridades administrativas a que se refiere este artículo ejercerán funciones jurisdiccionales conforme a las siguientes reglas: 

1. La Superintendencia de Industria y Comercio en los procesos que versen sobre: 

a) Violación a los derechos de los consumidores establecidos en el Estatuto del Consumidor. 

b) Violación a las normas relativas a la competencia desleal. 

2. La Superintendencia Financiera de Colombia conocerá de las controversias que surjan entre los consumidores financieros y las entidades vigiladas relacionadas exclusivamente con la ejecución y el cumplimiento de las obligaciones contractuales que asuman con ocasión de la actividad financiera, bursátil, aseguradora y cualquier otra relacionada con el manejo, aprovechamiento e inversión de los recursos captados del público. 

3. Las autoridades nacionales competentes en materia de propiedad intelectual: 

a) La Superintendencia de Industria y Comercio en los procesos de infracción de derechos de propiedad industrial. 

b) La Dirección Nacional de Derechos de Autor en los procesos relacionados con los derechos de autor y conexos. 

c) El Instituto Colombiano Agropecuario en los procesos por infracción a los derechos de obtentor de variedades vegetales. 

4. El Ministerio de Justicia y del Derecho, o quien haga sus veces, a través de la dependencia que para tales efectos determine la estructura interna, podrá, bajo el principio de gradualidad en la oferta, operar servicios de justicia en todos los asuntos jurisdiccionales que de conformidad con lo establecido en la Ley 446 de 1998 sobre descongestión, eficiencia y acceso a la justicia han sido atribuidos a la Superintendencia de Industria y Comercio, Superintendencia Financiera y Superintendencia de Sociedades, así como en los asuntos jurisdiccionales relacionados con el trámite de insolvencia de personas naturales no comerciantes y los asuntos previstos en la Ley 1098 de 2006 de conocimiento de los defensores y comisarios de familia. También podrá asesorar y ejercer la representación judicial de las personas que inicien procesos judiciales de declaración de pertenencia con miras al saneamiento de sus propiedades. 

5. La Superintendencia de Sociedades tendrá facultades jurisdiccionales en materia societaria, referidas a: 

a) Las controversias relacionadas con el cumplimiento de los acuerdos de accionistas y la ejecución específica de las obligaciones pactadas en los acuerdos. 

b) La resolución de conflictos societarios, las diferencias que ocurran entre los accionistas, o entre estos y la sociedad o entre estos y sus administradores, en desarrollo del contrato social o del acto unilateral. 

c) La impugnación de actos de asambleas, juntas directivas, juntas de socios o de cualquier otro órgano directivo de personas sometidas a su supervisión. Con todo, la acción indemnizatoria a que haya lugar por los posibles perjuicios que se deriven del acto o decisión que se declaren nulos será competencia exclusiva del Juez. 

d) La declaratoria de nulidad de los actos defraudatorios y la desestimación de la personalidad jurídica de las sociedades sometidas a su supervisión, cuando se utilice la sociedad en fraude a la ley o en perjuicio de terceros, los accionistas y los administradores que hubieren realizado, participado o facilitado los actos defraudatorios, responderán solidariamente por las obligaciones nacidas de tales actos y por los perjuicios causados. Así mismo, conocerá de la acción indemnizatoria a que haya lugar por los posibles perjuicios que se deriven de los actos defraudatorios. 

e) La declaratoria de nulidad absoluta de la determinación adoptada en abuso del derecho por ilicitud del objeto y la de indemnización de perjuicios, en los casos de abuso de mayoría, como en los de minoría y de paridad, cuando los accionistas no ejerzan su derecho a voto en interés de la compañía con el propósito de causar daño a la compañía o a otros accionistas o de obtener para sí o para un tercero ventaja injustificada, así como aquel voto del que pueda resultar un perjuicio para la compañía o para los otros accionistas. 

Parágrafo 1°.

Las funciones jurisdiccionales a que se refiere este artículo, generan competencia a prevención y, por ende, no excluyen la competencia otorgada por la ley a las autoridades judiciales y a las autoridades administrativas en estos determinados asuntos. 

Cuando las autoridades administrativas ejercen funciones jurisdiccionales, el principio de inmediación se cumple con la realización del acto por parte de los funcionarios que, de acuerdo con la estructura interna de la entidad, estén habilitados para ello, su delegado o comisionado. 

Parágrafo 2°.

Las autoridades administrativas que a la fecha de promulgación de esta ley no se encuentren ejerciendo funciones jurisdiccionales en las materias precisas que aquí se les atribuyen, administrarán justicia bajo el principio de gradualidad de la oferta. De acuerdo con lo anterior, estas autoridades informarán las condiciones y la fecha a partir de la cual ejercerán dichas funciones jurisdiccionales. 

Parágrafo 3°.

Las autoridades administrativas tramitarán los procesos a través de las mismas vías procesales previstas en la ley para los jueces. 

Las providencias que profieran las autoridades administrativas en ejercicio de funciones jurisdiccionales no son impugnables ante la jurisdicción contencioso administrativa. 

Las apelaciones de providencias proferidas por las autoridades administrativas en primera instancia en ejercicio de funciones jurisdiccionales se resolverán por la autoridad judicial superior funcional del juez que hubiese sido competente en caso de haberse tramitado la primera instancia ante un juez y la providencia fuere apelable. 

Cuando la competencia la hubiese podido ejercer el juez en única instancia, los asuntos atribuidos a las autoridades administrativas se tramitarán en única instancia. 

Parágrafo 4°.

Las partes podrán concurrir directamente a los procesos que se tramitan ante autoridades administrativas en ejercicio de funciones jurisdiccionales sin necesidad de abogado, solamente en aquellos casos en que de haberse tramitado el asunto ante los jueces, tampoco hubiese sido necesaria la concurrencia a través de abogado. 

Parágrafo 5°.

Las decisiones adoptadas en los procesos concursales y de reorganización, de liquidación y de validación de acuerdos extrajudiciales de reorganización, serán de única instancia, y seguirán los términos de duración previstos en el respectivo procedimiento. 

Parágrafo 6°.

Las competencias que enuncia este artículo no excluyen las otorgadas por otras leyes especiales por la naturaleza del asunto. 
1.
Planteamientos de la demanda

En opinión de la demandante, la disposición acusada, que otorga funciones jurisdiccionales a la Dirección Nacional de Derechos de Autor, vulnera el artículo 116 superior, pues no precisa las funciones de tal carácter que se atribuyen a dicha autoridad administrativa, por cuanto sólo indica que conocerán de los procesos relacionados con los derechos de autor y conexos, sin determinar el tipo o los tipos de procesos específicos que se puedan ventilar ante esa Unidad Administrativa Especial. A su juicio, tal atribución general conlleva el desconocimiento de la naturaleza excepcional que tiene el otorgamiento de funciones jurisdiccionales a las autoridades administrativas.
Afirma la actora que “Tan genérica competencia, la faculta entonces, para conocer de todo tipo de procesos judiciales en la materia, de donde se infiere que también es competente para conocer de los procesos penales relacionados con los derechos de autor y conexos”, lo cual riñe con el artículo 116 superior, que señala que las autoridades administrativas no pueden adelantar la instrucción de sumarios ni juzgar delitos (Subraya dentro del texto).
Por otra parte, la norma demandada no señala los funcionarios de la Dirección Nacional de Derechos de Autor que se encuentran habilitados para el ejercicio de las funciones jurisdiccionales, omisión que desconoce el deber contemplado en el artículo 116 superior de determinar las autoridades administrativas que cumplirán dichas funciones, lo cual se torna necesario para garantizar la imparcialidad e independencia de los funcionarios competentes, teniendo en cuenta el riesgo de que éstos hubieren conocido el caso concreto en ejercicio de funciones administrativas.

Como fundamento de los cargos de inconstitucionalidad, la demandante invoca la sentencia C-1641 de 2000.
2.
Problema jurídico

Corresponde al Ministerio Público determinar si la disposición acusada al otorgar funciones jurisdiccionales a la Dirección Nacional de Derechos de Autor en los procesos relacionados con los derechos de autor y conexos, vulnera el artículo 116 superior, según el cual la ley puede atribuir excepcionalmente función jurisdiccional en materias precisas a determinadas autoridades administrativas; no obstante, dichas entidades no podrán adelantar la instrucción de sumarios ni juzgar delitos.
Sobre el particular el Procurador General de la Nación ha de conceptuar lo siguiente:

3.
Análisis de constitucionalidad
El artículo 116 de la Carta Política señala que, por regla general, quienes administran justicia son las autoridades judiciales; sin embargo, faculta al legislador para atribuir de manera excepcional funciones jurisdiccionales en materias precisas a determinadas autoridades administrativas. No obstante, dichas entidades no podrán adelantar la instrucción de sumarios ni juzgar delitos.

En desarrollo de tal disposición constitucional, el Código General de Proceso, en el artículo acusado parcialmente, otorgó funciones jurisdiccionales a la Dirección Nacional de Derechos de Autor en los procesos relacionados con los derechos de autor y conexos.
Según la jurisprudencia constitucional, contenida, entre otras, en la sentencia C-1641 de 2000 invocada por la demandante, el ejercicio de funciones judiciales por autoridades administrativas representa una excepción al reparto general de funciones entre las ramas del poder, por lo cual la ley debe precisar las materias respecto de las cuales es posible que una autoridad administrativa ejerza ese tipo de funciones. Así mismo, señala la Corte que los funcionarios que ejercen concretamente esas competencias no solo deben estar previamente determinados en la ley, sino que deben gozar de la independencia e imparcialidad propia de quien ejercita una función judicial.  
Al respecto señaló la Corte Constitucional lo siguiente:

5. La Constitución señala que en principio corresponde a las autoridades judiciales ejercer las funciones judiciales, pero autoriza a la ley para que excepcionalmente y en materias precisas confiera a las autoridades administrativas el ejercicio de una función de esta naturaleza, siempre y cuando no se trate de adelantar la instrucción de sumarios ni de juzgar delitos (CP art. 116). En ocasiones anteriores, esta Corte Constitucional ha indicado hasta donde puede la ley conferir esas atribuciones a las autoridades administrativas
, análisis que se sintetiza a continuación.

6. En primer término, es claro que este ejercicio jurisdiccional por autoridades no judiciales representa una excepción al reparto general de funciones entre las ramas del poder, por lo cual “su alcance es restrictivo: únicamente pueden administrar justicia aquellas autoridades administrativas determinadas de manera expresa por la ley, la cual debe indicar las materias precisas respecto de las cuales ello es posible”
. 

(…)

Una conclusión se impone: La ley puede conferir atribuciones judiciales a las autoridades administrativas, pero siempre y cuando los funcionarios que ejercen concretamente esas competencias no sólo se encuentren previamente determinados en la ley sino que gocen de la independencia e imparcialidad propia de quien ejercita una función judicial.  
Para resolver el problema jurídico planteado cabe preguntarse, en primer lugar, si la disposición acusada determinó o fijó con precisión los límites de las funciones jurisdiccionales ejercidas por la Dirección Nacional de Derechos de Autor. La respuesta es afirmativa, por cuanto señaló expresamente que tal Unidad Administrativa Especial conocería de los procesos relacionados con los derechos de autor y conexos, que no son otros distintos a aquellos que conocen los jueces civiles, los cuales ya están regulados por leyes especiales, tales como la Ley 23 de 1982 y el Código de Procedimiento Civil, entre otras.
Así mismo, estableció en el parágrafo 1° del artículo 24 que tales funciones jurisdiccionales lo que generan es una competencia a prevención de los jueces, con el fin de proteger de manera inmediata los derechos de autor y conexos. Tal como lo ha señalado la Corte Constitucional, la prevención es un factor que contribuye a determinar la competencia sobre un proceso determinado, en el caso de que éste pueda ser conocido por distintas autoridades judiciales. El propósito de este concepto es establecer que aquella autoridad que haya entrado primero a conocer el proceso materia del litigio conservará la competencia sobre él (sentencia SU-337-98). 
En consecuencia, la prevención no excluye la competencia otorgada por la Ley a las autoridades judiciales. Así las cosas, el legislador de manera alguna le está atribuyendo una competencia exclusiva a la Dirección Nacional de Derechos de Autor para conocer de los procesos relacionados con los derechos de autor y conexos; por lo tanto, la competencia en esta materia continúa en cabeza de los jueces. Lo que se busca con la extensión de facultades judiciales a la Dirección Nacional de Derechos de autor es descongestionar los despachos judiciales, con el fin de hacer efectivo el principio de celeridad y, en consecuencia, lograr una justicia oportuna y eficaz, pues no puede desconocerse que los procesos adelantados por la Unidad Administrativa Especial serán más expeditos.
Cabe advertir que los artículos 19 y 20 del Código General del Proceso establecen que los procesos relativos a la propiedad intelectual van a ser conocidos por los jueces civiles del circuito en única o en primera instancia, sin perjuicio de las funciones jurisdiccionales que han sido atribuidas a las autoridades administrativas.
Por su parte, el Código de Procedimiento Civil señala en el artículo 427 que se tramitarán en proceso verbal por el procedimiento consagrado en dicho ordenamiento “5. Las controversias que se susciten sobre los derechos de autor y las conexas de que trata el artículo 242 de la Ley 23 de 1982, que no correspondan a las autoridades administrativas.” Así mismo, dispone en el artículo 435 que se tramitaran en única instancia por el procedimiento verbal sumario “9. Los relacionados con los derechos de autor previstos en el artículo 243 de la Ley 23 de 1982.”
La Ley 23 de 1982 dispone que las cuestiones que se susciten con motivo de esa ley, ya sea por aplicación de sus disposiciones, ya sea como consecuencia de los actos y hechos jurídicos y vinculados con los derechos de autor, serán resueltos por la justicia ordinaria (art. 242). Sin embargo, los jueces civiles municipales conocerán, en una sola instancia y en juicio verbal, las cuestiones civiles que se susciten con motivo del pago de los honorarios; por representación y ejecución pública de obras y de las obligaciones consagradas en el artículo 163 de dicho ordenamiento (art. 243).
Tampoco puede afirmarse, como lo hace la actora, que el Código General del Proceso en la parte demandada está otorgando competencia a dicha Unidad Administrativa Especial para adelantar la instrucción de sumarios y juzgar delitos relacionados con los derechos de autor, puesto que el parágrafo 6 del artículo 24 advierte que las competencias que se establece en dicha norma no excluyen las otorgadas por otras leyes especiales en atención a la naturaleza del asunto. Vale destacar que el Código Penal consagra las conductas que atentan contra dichos derechos (artículos 270 a 272) y prevé las sanciones de tipo penal. 
En cuanto a los funcionarios de las autoridades administrativas que ejercen concretamente las funciones judiciales, el parágrafo 1° del artículo 24 del Código General del Proceso sí indica cuáles son ellos, al expresar que en estos casos “el principio de inmediación se cumple con la realización del acto por parte de los funcionarios que de acuerdo con la estructura interna de la entidad, estén habilitados para ello, su delegado o comisionado”. De igual manera, el parágrafo 2 ibídem establece que las autoridades administrativas que a la fecha de promulgación de esa ley no se encontraran ejerciendo funciones jurisdiccionales en las materias precisas que allí se les atribuyen y que por lo tanto dentro de su estructura interna no tenían funcionarios habilitados para ejercer funciones jurisdiccionales, como es el caso de la Dirección Nacional de Derechos de Autor, administrarían justicia bajo el principio de gradualidad de la oferta. De acuerdo con lo anterior, estas autoridades informarán las condiciones y la fecha a partir de la cual ejercerán dichas funciones jurisdiccionales. 
En cumplimiento de tal disposición, la Dirección Nacional de Derechos de Autor expidió la Resolución 366 de noviembre 28 de 2012, a través de la cual asumió las funciones jurisdiccionales y facultó para ejercer tales funciones al Director General, al Subdirector Técnico de Capacitación, Investigación y Desarrollo, y al Abogado Asesor 1020-06 de la Dirección General.
Para una mayor ilustración se transcribirá en su integridad el citado acto administrativo, así:
RESOLUCIÓN 366 DE 2012
(noviembre 28)

Diario Oficial No. 48.630 de 30 de noviembre de 2012

<Análisis jurídico en proceso>

Dirección Nacional del Derecho de Autor

Por la cual la Unidad Administrativa Especial Dirección Nacional de Derecho de Autor asume funciones jurisdiccionales de conformidad con lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley 1564 de 2012.
El Director General de La Unidad Administrativa Especial Dirección Nacional de Derecho de Autor, en ejercicio de las facultades legales conferidas por la Ley 1564 de 2012, los Decretos 2041 de 1991 y 4835 de 2008, y

CONSIDERANDO:

Que el artículo 116 inciso 3° de la Constitución Política establece que excepcionalmente la ley podrá atribuir funciones jurisdiccionales, en materias precisas, a determinadas autoridades administrativas. 

Que el artículo 24 numeral 3 de la Ley 1564 de 2012, Código General del Proceso, confirió funciones jurisdiccionales a la Unidad Administrativa Especial Dirección Nacional de Derecho de Autor en los procesos relacionados con derecho de autor y derechos conexos. 

Que conforme el inciso segundo del parágrafo primero del artículo 24 de la Ley 1564 de 2012 “cuando las autoridades administrativas ejercen funciones jurisdiccionales, el principio de mediación se cumple con la realización del acto por parte de los funcionarios que, de acuerdo con la estructura interna de la entidad, estén habilitados para ello, su delegado o comisionado” (Negrilla fuera de texto).
Que el parágrafo segundo del referido artículo 24 de la Ley 1564 de 2012 dispuso que “Las autoridades administrativas que a la fecha de promulgación de esta ley no se encuentren ejerciendo funciones jurisdiccionales en las materias precisas que aquí se les atribuyen, administrarán justicia bajo el principio de gradualidad de la oferta. De acuerdo con lo anterior, estas autoridades informarán las condiciones y la fecha a partir de la cual ejercerán dichas funciones jurisdiccionales” (Negrilla fuera de texto).

Que la Dirección Nacional de Derecho de Autor se encuentra contemplada en la hipótesis del parágrafo segundo del artículo 24 de la Ley 1564 de 2012, por cuanto, antes de la entrada en vigencia del referido Código General del Proceso no tenía a su cargo el ejercicio de funciones jurisdiccionales.

Que el artículo 3° del Decreto 4835 de 2008 establece como funciones del Director General, entre otras, las siguientes:

“1. Ejercer las funciones que la ley le confiera y cumplir, hacer cumplir y ejecutar aquellas sobre derecho de autor y derechos conexos otorgadas por mandato legal”.
“2. Establecer las pautas que propendan por un mejor desarrollo de las actividades propias de la Dirección Nacional de Derecho de Autor, de conformidad con su organización y funciones.”
(…)
“5. Dictar las providencias necesarias con el fin de obtener el cumplimiento de las normas que regulan el derecho de autor en Colombia, los convenios internacionales, el derecho comunitario y la legislación interna.” 
Que en el marco de las facultades antes descritas y a efectos de dar cumplimiento al artículo 24 de la Ley 1564 de 2012, la Dirección Nacional de Derecho de Autor asumirá el ejercicio de funciones jurisdiccionales conforme se precisa a continuación. 

I. Número Máximo de Trámites Jurisdiccionales que se Adelantarán de Manera Simultánea 
Teniendo en cuenta la limitada planta de personal de la Dirección Nacional de Derecho de Autor y los pocos funcionarios disponibles para adelantar trámites jurisdiccionales, resulta necesario dar aplicación al principio de gradualidad de la oferta, previsto en el artículo 24 de la Ley 1564 de 2012, estableciendo que esta Dirección únicamente adelantará hasta diez (10) trámites jurisdiccionales de manera simultánea.

Para efectos de informar oportunamente a la ciudadanía sobre esta situación, a partir de la fecha en que se asuman las funciones jurisdiccionales, conforme se dispone en el presente acto administrativo, la Dirección Nacional de Derecho de Autor publicará semanalmente en su página web www.derechodeautor.gov.co el número de trámites jurisdiccionales que se encuentre adelantando.

II. Funcionarios Facultados Para Ejercer Funciones Jurisdiccionales
Los funcionarios facultados para ejercer las funciones jurisdiccionales al interior de la Dirección Nacional de Derecho de Autor son:

- El Director General. 

- El Subdirector Técnico de Capacitación, Investigación y Desarrollo.

El Abogado Asesor 1020-06 de la Dirección General. 

Estos funcionarios se entienden facultados para ejercer todas las actuaciones necesarias para adelantar en su integridad los trámites jurisdiccionales que correspondan a la Dirección Nacional de Derecho de Autor en ejercicio de las funciones previstas en el artículo 24 de la Ley 1564 de 2012. 

III. Fecha a partir de la cual la Dirección Nacional de Derecho de Autor Ejercerá Funciones Jurisdiccionales 
La Dirección Nacional de Derecho de Autor ejercerá las funciones jurisdiccionales conferidas en el artículo 24 de la Ley 1564 de 2012 a partir del 3 de diciembre de 2012. 

IV. Aplicación de la 1395 de 2010
Que el artículo 22 de la Ley 1395 de 2010, estableció que el artículo 397 del Código de Procedimiento Civil quedaría así: “Los asuntos de mayor y menor cuantía y los que no versen sobre derechos patrimoniales, se sujetarán al procedimiento del proceso verbal de mayor y menor cuantía.
Los asuntos de mínima cuantía se decidirán por el trámite del proceso verbal sumario, el cual se tramitará en forma oral y en una sola audiencia.
Todo proceso declarativo que pueda ser conocido por las Superintendencias en ejercicio de funciones jurisdiccionales, se sujetará a lo establecido en este artículo”.
Que a su vez, el parágrafo del artículo 44 de la Ley 1395 de 2010 dispuso: “… Las modificaciones a los artículos 366, 396, 397, 432, 433, 434 y 439, la derogatoria de los artículos 398, 399, 401, 405 y del Capítulo 1 Disposiciones Generales, del Título XXII. Proceso Abreviado, de la Sección I. Los procesos Declarativos, del Libro III Los procesos del Código de Procedimiento Civil y la modificación al artículo 38 de la Ley 640 de 2001, entrarán en vigencia a partir del 1° de enero de 2011 en forma gradual a medida que se disponga de los recursos físicos necesarios, según lo determine el Consejo Superior de la Judicatura, en un plazo máximo de tres años. Los procesos ordinarios y abreviados en los que hubiere sido admitida la demanda antes de que entren en vigencia dichas disposiciones, seguirán el trámite previsto por la ley que regía cuando se promovieron”.
En consecuencia, la Dirección Nacional de Derecho de Autor aplicará, para todas las actuaciones de carácter jurisdiccional que correspondan, a partir de la fecha en la cual asuma las funciones de carácter jurisdiccional, el Código de Procedimiento Civil, incluyendo las modificaciones incorporadas por la Ley 1395 de 2010 y las disposiciones vigentes del Código General del Proceso. 

Que en mérito de lo expuesto, el Director General,

RESUELVE:

Artículo 1°. Asumir las funciones jurisdiccionales otorgadas por el artículo 24 de la Ley 1564 de 2012 a partir del 3 de diciembre de 2012 bajo los parámetros previstos en la parte motiva del presente acto administrativo.

Artículo 2°. La presente resolución rige a partir de la fecha de su publicación.

Publíquese y cúmplase.

Dada en Bogotá, D. C., a 28 de noviembre de 2012.

El Director General,

Felipe García Pineda.
5. Conclusión
En mérito de lo expuesto, el Procurador General de la Nación solicita a la Corte Constitucional declarar EXEQUIBLE el numeral 3, literal b), del artículo 24 de la Ley 1564 de 2012, por los aspectos aquí analizados.
Señores Magistrados,  
ALEJANDRO ORDÓÑEZ MALDONADO
Procurador General de la Nación

GMR/MLOvalleB.
� Ver, entre otras, las sentencias C-592 de 1992, C-212 de 1994, C-037 de 1996 y C-384 de 2000.


� Sentencia C-212 de 1994. MP José Gregorio Hernández Galindo.
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